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Culiacán, Sinaloa, a veintisiete de agosto de dos mil veintiséis. Vistos los 

autos del juicio al rubro indicado y encontrándose debidamente integrado el mismo, 

conforme a lo previsto por los artículos 49, 50, 58-1 y 58-13, de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, se procede a pronunciar sentencia 

definitiva en el juicio tramitado en la vía sumaria al rubro citado, en los 

siguientes términos. 

 

R E S U L T A N D O 

1°. Por escritos ingresado en la Oficialía de Partes común de las Salas 

Regionales en Sinaloa el 19 y 21 de mayo de 2026, ****** *****, demandó la 

nulidad de la resolución dictada en el expediente 44305/26, el 17 de marzo de 

2026, por el Director del Trabajo y Previsión Social del Estado de Sinaloa, a 

través de la cual le impuso diversas multas, en cantidad total de $26,394.00. 

 

2° Mediante acuerdo de 20 de mayo de 2026, se admitió la demanda y se 

ordenó correr traslado a la autoridad para que formulara su contestación. 

 

3° Por acuerdo de 01 de julio de 2026, se tuvo por contestada la demanda y 

se concedió el plazo legal a las partes para que formularan alegatos, por lo que una 

vez transcurrido dicho plazo, quedó cerrada la instrucción del presente juicio, sin 

necesidad de declaratoria expresa. 

 
No existiendo ninguna cuestión pendiente que impida su resolución, en 

cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 49, 50, 58-1 y 58-13 de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, se dicta sentencia definitiva en los 

siguientes términos. 
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C O N S I D E R A N D O S 

 

PRIMERO. Competencia de la Instructora del juicio. Esta Instrucción es 

competente para conocer y resolver el presente asunto en términos de lo ordenado 

por los artículos 49, 50, 58-1 y 58-13, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo; 1, 2, 3, 4, 6, fracción III, 28, fracción I, 29, 30, 31, penúltimo párrafo, 

34, 35, 36, fracciones VIII, XII y XV, 42, fracciones II y VIII, 59, fracciones I, II, IV, V 

y X, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa; y, 48, fracción 

III, 49, fracción III, 60 y 81, fracciones I, II, III y XVIII, y demás aplicables del 

Reglamento Interior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa. 

 

SEGUNDO. Existencia de la resolución impugnada. La existencia jurídica 

de la resolución administrativa materia de esta controversia, se encuentra 

debidamente acreditada en autos, en términos de lo dispuesto por los artículos 15, 

fracción III, 46, fracción I, de la Ley Federal del Procedimiento Contencioso 

Administrativo, 93, fracciones I y II, 95, 129, 199, 200, y 202, del Código Federal de 

Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria por disposición expresa del artículo 1° 

de la citada Ley, toda vez que el demandante exhibe en el presente juicio el 

documento en el que consta dicho acto. 

TERCERO. Por ser una cuestión de orden público y por consiguiente de 

estudio preferente esta Juzgadora estudia en primer término las causales de 

improcedencia del juicio, toda vez que el análisis de las acciones sólo puede llevarse a 

cabo si el juicio en la instancia escogida por el actor es procedente, pues de no serlo 

el Juzgador estaría impedido para resolver sobre las pretensiones planteadas por el 

demandante. 

Apoya lo anterior en la jurisprudencia 1a./J. 25/2005, sustentada por la 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo: XXI, abril de 2005, página: 576, cuyo 

rubro es el siguiente: “PROCEDENCIA DE LA VÍA. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL 

QUE DEBE ESTUDIARSE DE OFICIO ANTES DE RESOLVER EL FONDO DE LA 

CUESTIÓN PLANTEADA”. 

La demandada expone en su oficio de contestación que, esta Juzgadora antes 

de entrar al estudio del fondo del caso concreto debe de analizar las constancias que 

obran en autos y determinar si se actualiza algunas de las causales de improcedencia 

y motivo de sobreseimiento dispuestas en los artículos 8 y 9 de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, por ser éstas de orden público. 
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Ahora bien, una vez analizados los autos del expediente citado a rubro esta 

instrucción no advierte que se actualice alguna de las causas de improcedencia y 

motivos de sobreseimiento previstas en el artículo 8, en relación con diverso artículo 

9, ambos de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, por lo que, 

en el siguiente considerando se analiza los agravios vertidos por la parte actora en 

contra de la resolución impugnada y las excepciones de la autoridad demandada. 

CUARTO. Con fundamento en el artículo 50 y antepenúltimo párrafo del 

artículo 51, relacionados con el numeral 58-1, todos de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, por tratarse de una cuestión de análisis 

preferencial se analiza la competencia de la autoridad que emitió la resolución 

impugnada, ya sea que tal estudio de la competencia se trate de ausencia, indebida, 

incorrecta o incompleta fundamentación, esto en relación con el primer concepto de 

impugnación expuesto por la actora en su escrito inicial de demanda. 

Apoya lo anterior lo expuesto en los siguientes criterios: 

“NULIDAD. LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA 
FISCAL Y ADMINISTRATIVA ESTÁN FACULTADAS PARA ANALIZAR 
DE OFICIO NO SÓLO LA INCOMPETENCIA DE LA AUTORIDAD QUE 
EMITIÓ LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA, SINO TAMBIÉN LA DE 
QUIEN ORDENÓ O TRAMITÓ EL PROCEDIMIENTO DEL CUAL 
DERIVÓ ÉSTA. De la interpretación armónica y relacionada del artículo 
238 del Código Fiscal de la Federación, se concluye que las Salas del 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa están facultadas para 
analizar oficiosamente la incompetencia tanto de la autoridad que emitió la 
resolución impugnada en juicio, como de la que ordenó o tramitó el 
procedimiento relativo del cual deriva aquélla. Ello es así, porque la 
competencia de las autoridades es una cuestión de orden público, como lo 
establece el penúltimo párrafo del referido precepto, por lo cual no sería 
factible que de una interpretación estricta y literal se sostuviera que los 
mencionados órganos sólo están facultados para analizar de oficio la 
incompetencia de la autoridad emisora de la resolución impugnada, pues 
en el supuesto de carecer de competencia legal el funcionario que ordenó o 
tramitó el procedimiento relativo del cual derivó la resolución definitiva, 
ésta estaría afectada desde su origen y, por ende, sería ilegal, al incidir el 
vicio de incompetencia directamente en la resolución emanada de un 
procedimiento seguido por autoridad incompetente. Esto es, admitir una 
postura contraria y sostener que las mencionadas Salas sólo están 
facultadas para analizar oficiosamente la incompetencia de la autoridad 
emisora, propiciaría la subsistencia de resoluciones que derivan de un 
procedimiento viciado en virtud de haberlo iniciado o instruido una 
autoridad sin competencia legal. 1” 

 
1 Novena Época. Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta Tomo XXI, Enero de 2005, Tesis: 2a./J. 201/2004 Página: 543. Contradicción de tesis 184/2004-SS. Entre las 
sustentadas por los Tribunales Colegiados Tercero y Segundo, ambos en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 1o. de 
diciembre de 2004. Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. 
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“COMPETENCIA. SU ESTUDIO OFICIOSO RESPECTO DE LA 
AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO, DEBE SER ANALIZADA POR LAS SALAS DEL 
TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. El 
artículo 238, penúltimo párrafo, del Código Fiscal de la Federación y su 
correlativo 51, penúltimo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, establece que ese Tribunal podrá hacer valer 
de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para 
dictar la resolución impugnada. Al respecto debe decirse que ese estudio 
implica todo lo relacionado con la competencia de la autoridad, supuesto 
en el cual se incluye tanto la ausencia de fundamentación de la 
competencia, como la indebida o insuficiente fundamentación de la misma, 
en virtud de que al tratarse de una facultad oficiosa, las Salas fiscales de 
cualquier modo entrarán al examen de las facultades de la autoridad para 
emitir el acto de molestia; lo anterior con independencia de que exista o no 
agravio del afectado, o bien, de que invoque incompetencia o simplemente 
argumente una indebida, insuficiente o deficiente fundamentación de la 
competencia. Cabe agregar que en el caso de que las Salas fiscales 
estimen que la autoridad administrativa es incompetente, su 
pronunciamiento en ese sentido será indispensable, porque ello constituirá 
causa de nulidad de la resolución impugnada; sin embargo, si considera 
que la autoridad es competente, esto no quiere decir que dicha autoridad 
jurisdiccional necesariamente deba pronunciarse al respecto en los fallos 
que emita, pues el no pronunciamiento expreso, simplemente es indicativo 
de que estimó que la autoridad demandada sí tenía competencia para 
emitir la resolución o acto impugnado en el juicio de nulidad.2” 
 
“INCOMPETENCIA DE LA AUTORIDAD, DEBE ESTUDIARSE EN 
PRIMER TÉRMINO, CONFORME A LOS ARTÍCULOS 237 Y 238 DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE.- De acuerdo con el 
artículo 237 del Código Fiscal de la Federación vigente en el año 2000, 
deben estudiarse en primer término las causales de ilegalidad que puedan 
llevar a declarar la nulidad lisa y llana; además, el artículo 238 del mismo 
Código establece como primera causal de ilegalidad la incompetencia, la 
que inclusive puede ser estudiada de oficio, por ser una cuestión de orden 
público; por tanto, de la interpretación armónica de ambos preceptos se 
desprende que la incompetencia debe ser estudiada en primer término por 
el Tribunal Fiscal de la Federación, ya que de actualizarse dicho supuesto, 
ningún sentido tendría analizar los actos posteriores realizados durante el 
procedimiento administrativo o la fundamentación y motivación del acto 
impugnado. En esa tesitura, si en su caso concreto se argumenta la 
incompetencia y la prescripción, entre otras cuestiones, lo procedente será 
estudiar primeramente lo relativo a la incompetencia y posteriormente en 
caso de resultar infundado el agravio, lo procedente será estudiar a 
continuación si la autoridad competente perdió sus atribuciones por el 
transcurso del tiempo por haberse actualizado la prescripción o, en otros 
casos, la caducidad.3 “ 

 

En primer término, es importante destacar que el análisis de la competencia 

que nos ocupa, se realiza con estricto acatamiento a la jurisprudencia 2a./J. 58/2001, 

de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con motivo de la 

 
2 Tesis: 2a./J. 218/2007, Novena Época, Segunda Sala Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVI, Diciembre 
de 2007, Registro No. 170827, Página: 154 

 
3 Precedente, Época: Quinta, Instancia: Pleno, Fuente: R.T.F.J.F.A. Quinta Época. Año I. No. 7. Julio 2001, Tesis: V-P-SS-57, 
No. Registro: 26,214, Página: 110 
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contradicción de tesis 94/2000-SS, entre las sustentadas por el Tercer Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito y el Primer y Cuarto Tribunales 

Colegiados en Materia Administrativa del Primer Circuito, consultable en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo XIV, noviembre de 2001, 

página 35, que se transcribe: 

“JUICIO DE NULIDAD. AL DICTAR LA SENTENCIA RESPECTIVA LA 
SALA FISCAL NO PUEDE CITAR O MEJORAR LA FUNDAMENTACION 
DE LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA QUE 
DICTÓ LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA.- De la interpretación literal de 
lo dispuesto en el artículo 237 del Código Fiscal de la Federación, relativo a 
que las Sala del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa al dictar 
el fallo que conforme a derecho proceda en los juicios de nulidad “... 
podrán corregir los errores que adviertan en la cita de los preceptos que se 
consideren violados ...”, se desprende que esta facultad únicamente es 
posible ejercerla cuando se analiza el escrito inicial de demanda, pero no 
respecto de otros ocursos mediante los cuales la autoridad demandada en 
el juicio de nulidad procurara mejorar la fundamentación del acto 
impugnado, de manera que el propósito esencial del precepto de mérito, se 
encuentra encaminado a cumplir con el mandato constitucional de impartir 
justicia pronta, imparcial y completa, derecho fundamental consagrado en 
el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a 
favor de los gobernados, exclusivamente, mas no de sujetos diversos. Lo 
anterior se robustece si se toma en consideración la interpretación 
sistemática de los artículos 215 y 237 del código citado, toda vez que las 
Salas Fiscales en el momento de dictar la sentencia respectiva, no pueden 
modificar los fundamentos del acto impugnado, con motivo de lo aducido 
dentro del juicio anulatorio por la autoridad demandada, en razón de lo 
cual tampoco pueden expresar el fundamento omitido por la autoridad ni 
corregir el que hubiera expresado.” 

 
Una vez realizadas las precisiones anteriores, analizados las constancias que 

obran en el expediente en que se actúa, se llega a la conclusión que existe una 

insuficiente fundamentación de la competencia territorial de la autoridad 

emisora de la resolución impugnada, de conformidad con lo siguiente:  

 

Respecto al punto a resolver el primer párrafo del artículo 16 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la fracción V del artículo 3 de 

la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, establecen: 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 
 
“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, 
papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la 
autoridad competente, que funde y motive la causa legal de 
procedimiento.” 
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LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
 
“Artículo 3.- Son elementos y requisitos del acto administrativo: 
 
(…) 
V. Estar fundado, motivado; 
(…)” 

De lo anterior se advierte que los actos de molestia requieren para ser 

legales, entre otros requisitos, estar fundados y motivados, lo que significa que todo 

acto de autoridad necesariamente debe emitirse por quien esté facultado para ello, 

expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el carácter con el que la 

autoridad respectiva lo suscribe y el artículo, acuerdo o decreto que le otorgue tal 

facultad. 

La omisión a la citada formalidad dejaría al actor en estado de indefensión, ya 

que al no conocer el apoyo que faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el 

carácter con que lo emita, no se le otorga oportunidad de examinar si la actuación se 

encuentra o no dentro de su ámbito competencial, pues puede acontecer que su 

actuación no se adecua a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que éstos sean 

contrarios con la ley secundaria o con la Constitución General de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

Para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es 

necesario que en él se citen: a) Los cuerpos legales y preceptos que se estén 

aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la 

conducta del gobernado, para lo cual hay que señalar con toda exactitud, los incisos, 

subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b) Los cuerpos legales, y preceptos 

que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio 

del gobernado. 

Apoya lo anterior, la jurisprudencia P./J. 10/94, sustentada por el Pleno de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, que menciona lo siguiente: 

“COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL 
DEL ACTO DE AUTORIDAD.- Haciendo una interpretación armónica de 
las garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagran 
los artículos 14 y 16 constitucionales, se advierte que los actos de molestia 
y privación deben, entre otros requisitos, ser emitidos por autoridad 
competente y cumplir las formalidades esenciales que les den eficacia 
jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe 
emitirse por quien para ello esté facultado expresándose, como parte de las 
formalidades esenciales, el carácter con que se suscribe y el dispositivo, 
acuerdo o decreto que otorgue tal legitimación. De lo contrario, se dejaría 
al afectado en estado de indefensión, ya que al no conocer el apoyo que 
faculte a la autoridad para emitir el acto, ni el carácter con que lo emite, es 
evidente que no se le otorga la oportunidad de examinar si su actuación se 
encuentra o no dentro del ámbito competencial respectivo, y es conforme o 
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no a la Constitución o a la ley; para que, en su caso, esté en aptitud de 
alegar, además de la ilegalidad del acto, la del apoyo en que se funde la 
autoridad para emitirlo, pues bien puede acontecer que su actuación no se 
adecue exactamente a la norma, acuerdo o decreto que invoque, o que 
éstos se hallen en contradicción con la ley fundamental o la secundaria.” 
(Jurisprudencia P./J. 10/94, sustentada por el Pleno de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Octava Época, visible en el Tomo 77, mayo de 1994).” 

Ahora bien, de los autos del juicio en que se actúa, se advierte que de las 

fojas 102 a 105 de autos, consta agregada la resolución impugnada recaída al 

expediente 44305/26, emitida el 17 de marzo de 2026, por el Director del Trabajo y 

Previsión Social del Estado de Sinaloa, a través de la cual se determinó a cargo de la 

sociedad actora una multa en cantidad total de $26,394.00; documento público que 

goza de valor probatorio pleno, conforme a lo dispuesto por los artículos 1, primer 

párrafo, 40 y 46, fracciones I y II de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, 93, fracciones II y VII, 129, 202 y 210-A, del Código Federal de 

Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria. 

La resolución en comento, se trata de un acto de molestia, que debe cumplir 

con las garantías individuales de legalidad y seguridad jurídica que consagra el 16, 

constitucional, relacionado con el numeral 3, fracciones I y V, de la Ley Federal de 

Procedimiento Administrativo, por lo que necesariamente debe emitirse por quien 

para ello esté facultado expresándose, como parte de las formalidades esenciales, el 

carácter con que se suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que otorgue tal 

legitimación. 

Del análisis que se realiza al oficio en comento, se aprecia que fue emitido 

por quien ostentó el carácter de Director del Trabajo y Previsión Social del Estado de 

Sinaloa, así como que dicha autoridad fundó su competencia de conformidad con los 

preceptos legales que se desprenden de la siguiente reproducción: 

 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

 
“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, 
papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la 
autoridad competente, que funde y motive la causa legal del 
procedimiento. 
 
(...)” 
“Artículo 22. Quedan prohibidas las penas de muerte, de mutilación, de 
infamia, la marca, los azotes, los palos, el tormento de cualquier especie, la 
multa excesiva, la confiscación de bienes y cualesquiera otras penas 
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inusitadas y trascendentales. Toda pena deberá ser proporcional al delito 
que sancione y al bien jurídico afectado.  
 
… 
No se considerará confiscación la aplicación de bienes de una persona 
cuando sea decretada para el pago de multas o impuestos, ni cuando la 
decrete la autoridad judicial para el pago de responsabilidad civil derivada 
de la comisión de un delito. Tampoco se considerará confiscación el 
decomiso que ordene la autoridad judicial de los bienes en caso de 
enriquecimiento ilícito en los términos del artículo 109, la aplicación a favor 
del Estado de bienes asegurados que causen abandono en los términos de 
las disposiciones aplicables, ni de aquellos bienes cuyo dominio se declare 
extinto en sentencia. 
 
… 
 
La acción de extinción de dominio se ejercitará por el Ministerio Público a 
través de un procedimiento jurisdiccional de naturaleza civil y autónomo del 
penal. Las autoridades competentes de los distintos órdenes de gobierno le 
prestarán auxilio en el cumplimiento de esta función. La ley establecerá los 
mecanismos para que las autoridades administren los bienes sujetos al 
proceso de extinción de dominio, incluidos sus productos, rendimientos, 
frutos y accesorios, para que la autoridad lleve a cabo su disposición, uso, 
usufructo, enajenación y monetización, atendiendo al interés público, y 
defina con criterios de oportunidad el destino y, en su caso, la destrucción 
de los mismos. 
 
… 
 
Será procedente sobre bienes de carácter patrimonial cuya legítima 
procedencia no pueda acreditarse y se encuentren relacionados con las 
investigaciones derivadas de hechos de corrupción, encubrimiento, delitos 
cometidos por servidores públicos, delincuencia organizada, robo de 
vehículos, recursos de procedencia ilícita, delitos contra la salud, secuestro, 
extorsión, trata de personas y delitos en materia de hidrocarburos, 
petrolíferos y petroquímicos. 
 
… 
A toda persona que se considere afectada, se le deberá garantizar el 
acceso a los medios de defensa adecuados para demostrar la procedencia 
legítima del bien sujeto al procedimiento. 
 
 
“Artículo 26.  
(…) 
B. El Estado contará con un Sistema Nacional de Información Estadística y 
Geográfica cuyos datos serán considerados oficiales. Para la Federación, las 
entidades federativas, los Municipios y las demarcaciones territoriales de la 
Ciudad de México, los datos contenidos en el Sistema serán de uso 
obligatorio en los términos que establezca la ley. 
… 
 
El organismo calculará en los términos que señale la ley, el valor de la 
Unidad de Medida y Actualización que será utilizada como unidad de 
cuenta, índice, base, medida o referencia para determinar la cuantía del 
pago de las obligaciones y supuestos previstos en las leyes federales, de 
las entidades federativas y del Distrito Federal, así como en las 
disposiciones jurídicas que emanen de todas las anteriores. 
(…)” 
 



 
 
 
EXPEDIENTE: 2298/26-03-01-5 

 

 

 

Página 9 de 26 
 

 
“Artículo 123. Toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente 
útil; al efecto, se promoverán la creación de empleos y la organización 
social de trabajo, conforme a la ley. 
 
El Estado otorgará un apoyo económico mensual equivalente al menos a un 
salario mínimo general vigente, a jóvenes entre dieciocho y veintinueve 
años que se encuentren en desocupación laboral y no estén cursando algún 
nivel de educación formal, a fin de que se capaciten para el trabajo por un 
periodo de hasta doce meses en negocios, empresas, talleres, tiendas y 
demás unidades económicas, en los términos que fije la ley. 
  
El Congreso de la Unión, sin contravenir a las bases siguientes deberá 
expedir leyes sobre el trabajo, las cuales regirán: 
  
A.         Entre los obreros, jornaleros, empleados domésticos, artesanos y 
de una manera general, todo contrato de trabajo: 
 
(...) 
 
VI.- Los salarios mínimos que deberán disfrutar los trabajadores serán 
generales o profesionales. Los primeros regirán en las áreas geográficas 
que se determinen; los segundos se aplicarán en ramas determinadas de la 
actividad económica o en profesiones, oficios o trabajos especiales. El 
salario mínimo no podrá ser utilizado como índice, unidad, base, medida o 
referencia para fines ajenos a su naturaleza. 
(…) 
 
XXXI.   La aplicación de las leyes del trabajo corresponde a las 
autoridades de las entidades federativas, de sus respectivas 
jurisdicciones, pero es de la competencia exclusiva de las autoridades 
federales en los asuntos relativos a: 
  
a)         Ramas industriales y servicios. 
Encabezado de inciso reformado DOF 27-06-1990 
1.         Textil; 
2.         Eléctrica; 
3.         Cinematográfica; 
4.         Hulera; 
5.         Azucarera; 
6.         Minera; 
7.       Metalúrgica y siderúrgica, abarcando la explotación de los minerales 
básicos, el beneficio y la fundición de los mismos, así como la obtención de 
hierro metálico y acero a todas sus formas y ligas y los productos 
laminados de los mismos; 
8.         De hidrocarburos; 
9.         Petroquímica; 
10.       Cementera; 
11.       Calera; 
12.       Automotriz, incluyendo autopartes mecánicas o eléctricas; 
13.       Química, incluyendo la química farmacéutica y medicamentos; 
14.       De celulosa y papel; 
15.       De aceites y grasas vegetales; 
16.     Productora de alimentos, abarcando exclusivamente la fabricación de 
los que sean empacados, enlatados o envasados o que se destinen a ello; 
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17.       Elaboradora de bebidas que sean envasadas o enlatadas o que se 
destinen a ello; 
18.       Ferrocarrilera; 
19.       Maderera básica, que comprende la producción de aserradero y la 
fabricación de triplay o aglutinados de madera; 
Fe de erratas al numeral DOF 13-01-1978 
20.       Vidriera, exclusivamente por lo que toca a la fabricación de vidrio 
plano, liso o labrado, o de envases de vidrio; y 
21.       Tabacalera, que comprende el beneficio o fabricación de productos 
de tabaco; 
22.       Servicios de banca y crédito. 
Numeral adicionado DOF 27-06-1990 
b)         Empresas: 
1.         Aquéllas que sean administradas en forma directa o 
descentralizada por el Gobierno Federal; 
2.         Aquéllas que actúen en virtud de un contrato o concesión federal y 
las industrias que les sean conexas; y 
3.         Aquéllas que ejecuten trabajos en zonas federales o que se 
encuentren bajo jurisdicción federal, en las aguas territoriales o en las 
comprendidas en la zona económica exclusiva de la Nación. 
c)        Materias: 
1. El registro de todos los contratos colectivos de trabajo y las 
organizaciones sindicales, así como todos los procesos administrativos 
relacionados;  
2. La aplicación de las disposiciones de trabajo en los asuntos relativos a 
conflictos que afecten a dos o más entidades federativas;  
3. Contratos colectivos que hayan sido declarados obligatorios en más de 
una entidad federativa;  
4. Obligaciones patronales en materia educativa, en los términos de ley, y  
5. Obligaciones de los patrones en materia de capacitación y 
adiestramiento de sus trabajadores, así como de seguridad e higiene en los 
centros de trabajo, para lo cual, las autoridades federales contarán con el 
auxilio de las estatales, cuando se trate de ramas o actividades de 
jurisdicción local, en los términos de la ley correspondiente. 
(...)” 
 
DECRETO POR EL QUE SE DECLARA REFORMADAS Y 
ADICIONADAS DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA DE 
DESINDEXACIÓN DEL SALARIO MÍNIMO. 

 
“Segundo. - El valor inicial diario de la Unidad de Medida y Actualización, 
a la fecha de entrada en vigor del presente Decreto será equivalente al que 
tenga el salario mínimo general vigente diario para todo el país, 
al momento de la entrada en vigor del presente Decreto y hasta que se 
actualice dicho valor conforme al procedimiento previsto en el artículo 
quinto transitorio. 
(…)” 
 
REGLAMENTO INTERIOR DEL INSTITUTO NACIONAL DE 
ESTADÍSTICA Y GEOGRAFÍA 
(…) 
 
“ARTÍCULO 23.- Son atribuciones específicas de la Dirección General 
Adjunta de Índices de Precios, las siguientes: 
(…) 
 
XX Bis. Determinar y publicar en el Diario Oficial de la Federación el valor 
de la Unidad de Medida y Actualización, y difundirlo a través del portal 
institucional en Internet, conforme al procedimiento y periodicidad que 
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establezca la legislación aplicable, y 
 
(…)” 

 
LEY PARA DETERMINAR EL VALOR DE LA UNIDAD DE MEDIDA Y 
ACTUALIZACIÓN 
 
“Artículo 1. La presente Ley tiene por objeto establecer el método de 
cálculo que debe aplicar el Instituto Nacional de Estadística y Geografía 
para determinar el valor actualizado de la Unidad de Medida y 
Actualización. 
 
(…)” 
 
“Artículo 4. El valor actualizado de la UMA se calculará y determinará 
anualmente por el INEGI, de conformidad con el siguiente método: 
 
I. El valor diario se determinará multiplicando el valor diario de la UMA del 
año inmediato anterior por el resultado de la suma de uno más la variación 
interanual del índice Nacional de Precios al Consumidor del mes de 
diciembre del año inmediato anterior. 
 
II. El valor mensual será el producto de multiplicar el valor diario de la 
UMA por 30.4. 
 
III. El valor anual será el producto de multiplicar el valor mensual de la 
UMA por 12.” 
 
(…)” 
 
“Artículo 5. El INEGI publicará en el Diario Oficial de la Federación dentro 
de los primeros diez días del mes de enero de cada año el valor diario, 
mensual y anual en moneda nacional de la UMA y entrarán en vigor dichos 
valores el 1o. de febrero de dicho año. 
 
(…)” 

LEY FEDERAL DEL TRABAJO 
 
“Artículo 6.- Las Leyes respectivas y los tratados celebrados y aprobados 
en los términos del artículo 133 de la Constitución serán aplicables a las 
relaciones de trabajo en todo lo que beneficien al trabajador, a partir de la 
fecha de la vigencia.” 
 
“Artículo 132.- Son obligaciones de los patrones:  
 
I.- Cumplir las disposiciones de las normas de trabajo aplicables a sus 
empresas o establecimientos; 
(...) 
 
XXIV.- Permitir la inspección y vigilancia que las autoridades del trabajo 
practiquen en su establecimiento para cerciorarse del cumplimiento de las 
normas de trabajo y darles los informes que a ese efecto sean 
indispensables, cuando lo soliciten. Los patrones podrán exigir a los 
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inspectores o comisionados que les muestren sus credenciales y les den a 
conocer las instrucciones que tengan; y 
(...)” 
 
“Artículo 523.- La aplicación de las normas de trabajo compete, en sus 
respectivas jurisdicciones:  
(...) 
III. A las autoridades de las Entidades Federativas, y a sus Direcciones o 
Departamentos de Trabajo;  
(...) 
VI. A la Inspección del Trabajo; 
(...)” 
 
“Artículo 529.- En los casos no previstos por los artículos 527 y 528, la 
aplicación de las normas de trabajo corresponde a las autoridades de las 
Entidades Federativas. 
(...)” 
 
“Artículo 540.- La Inspección del Trabajo tiene las funciones siguientes:  
I. Vigilar el cumplimiento de las normas de trabajo;  
II. Facilitar información técnica y asesorar a los trabajadores y a los 
patrones sobre la manera más efectiva de cumplir las normas de trabajo;  
III. Poner en conocimiento de la autoridad las deficiencias y las violaciones 
a las normas de trabajo que observe en las empresas y establecimientos;  
IV. Realizar los estudios y acopiar los datos que le soliciten las autoridades 
y los que juzgue conveniente para procurar la armonía de las relaciones 
entre trabajadores y patrones; y  
V. Las demás que le confieran las leyes.” 
 
“Artículo 541.- Los Inspectores del Trabajo tienen los deberes y 
atribuciones siguientes:  
I. Vigilar el cumplimiento de las normas de trabajo, especialmente de las 
que establecen los derechos y obligaciones de trabajadores y patrones, de 
las que reglamentan el trabajo de las mujeres y los menores, y de las que 
determinan las medidas preventivas de riesgos de trabajo, seguridad e 
higiene;  
II. Visitar las empresas y establecimientos durante las horas de trabajo, 
diurno o nocturno, previa identificación;  
III. Interrogar, solos o ante testigos, a los trabajadores y patrones, sobre 
cualquier asunto relacionado con la aplicación de las normas de trabajo;  
IV. Exigir la presentación de libros, registros u otros documentos, a que 
obliguen las normas de trabajo; V. Sugerir se corrijan las violaciones a las 
condiciones de trabajo; 
V. (DEROGADA, D.O.F. 1 DE MAYO DE 2019) 
(...) 
VIII. Los demás que les confieran las leyes. 
(...)” 
 
“Artículo 542.- Los Inspectores del Trabajo tienen las obligaciones 
siguientes:  
I. Identificarse con credencial debidamente autorizada, ante los 
trabajadores y los patrones;  
II. Inspeccionar periódicamente las empresas y establecimientos;  
III. Practicar inspecciones extraordinarias cuando sean requeridos por sus 
superiores o cuando reciban alguna denuncia respecto de violaciones a las 
normas de trabajo;  
IV. Levantar acta de cada inspección que practiquen, con intervención de 
los trabajadores y del patrón, haciendo constar las deficiencias y 
violaciones a las normas de trabajo, entregar una copia a las partes que 
hayan intervenido y turnarla a la autoridad que corresponda; y  
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V. Las demás que les impongan las leyes.” 
  
“Artículo 543.- Los hechos certificados por los Inspectores del Trabajo en 
las actas que levanten en ejercicio de sus funciones, se tendrán por ciertos 
mientras no se demuestra lo contrario.” 
 
“Artículo 550.- Los reglamentos determinarán las atribuciones, la forma 
de su ejercicio y los deberes de la Inspección del Trabajo.” 
 
“Artículo 992”.- Las violaciones a las normas de trabajo cometidas por los 
patrones, directivos sindicales o por los trabajadores, se sancionarán de 
conformidad con las disposiciones de este Título, independientemente de la 
responsabilidad que les corresponda por el incumplimiento de sus 
obligaciones, sin perjuicio de las sanciones previstas en otros 
ordenamientos legales y de las consecuencias jurídicas que procedan en 
materia de bienes y servicios concesionados. 
 
La cuantificación de las sanciones pecuniarias que en el presente Título se 
establecen, se hará tomando como base de cálculo la Unidad de Medida y 
Actualización, al momento de cometerse la violación. 
(…)” 

 
 
“Artículo 1008, Las sanciones administrativas de que trata este Título 
serán impuestas, en su caso, por el Secretario del Trabajo y Previsión 
Social, por los Gobernadores de los Estados o por el Jefe de Gobierno de la 
Ciudad de México, quienes podrán delegar el ejercicio de esta facultad en 
los funcionarios subordinados que estimen conveniente, mediante acuerdo 
que se publique en el periódico oficial que corresponda.” 
 
Artículo adicionado DOF04-01-1980. Reformado DOF 09-04-2012, 01-05-
2019 
… 
“Artículo 1010.- Las sanciones se harán efectivas por las autoridades que 
designen las leyes.” 
… 
LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
 
“Artículo 3.- Son elementos y requisitos del acto administrativo:  
 
I. Ser expedido por órgano competente, a través de servidor público, y en 
caso de que dicho órgano fuere colegiado, reúna las formalidades de la ley 
o decreto para emitirlo;  
II. Tener objeto que pueda ser materia del mismo; determinado o 
determinable; preciso en cuanto a las circunstancias de tiempo y lugar, y 
previsto por la ley;  
III. Cumplir con la finalidad de interés público regulado por las normas en 
que se concreta, sin que puedan perseguirse otros fines distintos;  
IV. Hacer constar por escrito y con la firma autógrafa de la autoridad que 
lo expida, salvo en aquellos casos en que la ley autorice otra forma de 
expedición;  
V. Estar fundado y motivado;  
VI.- (Se deroga)  
Fracción derogada DOF 24-12-1996  
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VII. Ser expedido sujetándose a las disposiciones relativas al procedimiento 
administrativo previstas en esta Ley;  
VIII. Ser expedido sin que medie error sobre el objeto, causa o motivo, o 
sobre el fin del acto;  
IX. Ser expedido sin que medie dolo o violencia en su emisión;  
X. Mencionar el órgano del cual emana;  
XI.- (Se deroga)  
Fracción derogada DOF 24-12-1996  
XII. Ser expedido sin que medie error respecto a la referencia específica de 
identificación del expediente, documentos o nombre completo de las 
personas;  
XIII. Ser expedido señalando lugar y fecha de emisión;  
XIV. Tratándose de actos administrativos deban notificarse deberá hacerse 
mención de la oficina en que se encuentra y puede ser consultado el 
expediente respectivo;  
XV. Tratándose de actos administrativos recurribles deberá hacerse 
mención de los recursos que procedan, y  
XVI. Ser expedido decidiendo expresamente todos los puntos propuestos 
por las partes o establecidos por la ley.” 
 
“Artículo 8.- El acto administrativo será válido hasta en tanto su invalidez 
no haya sido declarada por autoridad administrativa o jurisdiccional, según 
sea el caso.” 
 
“Artículo 9.- El acto administrativo válido será eficaz y exigible a partir de 
que surta efectos la notificación legalmente efectuada.  
Se exceptúa de lo dispuesto en el párrafo anterior, el acto administrativo 
por el cual se otorgue un beneficio al particular, caso en el cual su 
cumplimiento será exigible por éste al órgano administrativo que lo emitió 
desde la fecha en que se dictó o aquélla que tenga señalada para iniciar su 
vigencia; así como los casos en virtud de los cuales se realicen actos de 
inspección, investigación o vigilancia conforme a las disposiciones de ésta u 
otras leyes, los cuales son exigibles a partir de la fecha en que la 
Administración Pública Federal los efectúe.” 
 
“Artículo 28.- Las actuaciones y diligencias administrativas se practicarán 
en días y horas hábiles.  
 
En los plazos fijados en días no se contarán los inhábiles, salvo disposición 
en contrario. No se considerarán días hábiles: los sábados, los domingos, el 
1o. de enero; 5 de febrero; 21 de marzo; 1o. de mayo; 5 de mayo; 1o. y 
16 de septiembre; 20 de noviembre; 1o. de diciembre de cada seis años, 
cuando corresponda a la transmisión del Poder Ejecutivo Federal, y el 25 
de diciembre, así como los días en que tengan vacaciones generales las 
autoridades competentes o aquellos en que se suspendan las labores, los 
que se harán del conocimiento público mediante acuerdo del titular de la 
Dependencia respectiva, que se publicará en el Diario Oficial de la 
Federación.  
 
Los términos podrán suspenderse por causa de fuerza mayor o caso 
fortuito, debidamente fundada y motivada por la autoridad competente. 
La autoridad podrá, de oficio o a petición de parte interesada, habilitar días 
inhábiles, cuando así lo requiera el asunto.” 
 
“Artículo 62.- Las autoridades administrativas, para comprobar el 
cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias podrán llevar a 
cabo visitas de verificación, mismas que podrán ser ordinarias y 
extraordinarias; las primeras se efectuarán en días y horas hábiles, y las 
segundas en cualquier tiempo.” 
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“Artículo 63.- Los verificadores, para practicar visitas, deberán estar 
provistos de orden escrita con firma autógrafa expedida por la autoridad 
competente, en la que deberá precisarse el lugar o zona que ha de 
verificarse, el objeto de la visita, el alcance que deba tener y las 
disposiciones legales que lo fundamenten.” 
 
“Artículo 64.- Los propietarios, responsables, encargados u ocupantes de 
establecimientos objeto de verificación estarán obligados a permitir el 
acceso y dar facilidades e informes a los verificadores para el desarrollo de 
su labor.” 
 
“Artículo 65.- Al iniciar la visita, el verificador deberá exhibir credencial 
vigente con fotografía, expedida por la autoridad competente que lo 
acredite para desempeñar dicha función, así como la orden expresa a la 
que se refiere el artículo 63 de la presente Ley, de la que deberá dejar 
copia al propietario, responsable, encargado u ocupante del 
establecimiento.” 
 
“Artículo 66.- De toda visita de verificación se levantará acta 
circunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos por la persona 
con quien se hubiere entendido la diligencia o por quien la practique si 
aquélla se hubiere negado a proponerlos.  
De toda acta se dejará copia a la persona con quien se entendió la 
diligencia, aunque se hubiere negado a firmar, lo que no afectará la validez 
de la diligencia ni del documento de que se trate, siempre y cuando el 
verificador haga constar tal circunstancia en la propia acta.” 
 
“Artículo 67.- En las actas se hará constar:  
I. Nombre, denominación o razón social del visitado; 
II. Hora, día, mes y año en que se inicie y concluya la diligencia;  
III. Calle, número, población o colonia, teléfono u otra forma de 
comunicación disponible, municipio o delegación, código postal y entidad 
federativa en que se encuentre ubicado el lugar en que se practique la 
visita;  
IV. Número y fecha del oficio de comisión que la motivó;  
V. Nombre y cargo de la persona con quien se entendió la diligencia;  
VI. Nombre y domicilio de las personas que fungieron como testigos;  
VII. Datos relativos a la actuación;  
VIII. Declaración del visitado, si quisiera hacerla; y  
IX. Nombre y firma de quienes intervinieron en la diligencia incluyendo los 
de quien la hubiere llevado a cabo. Si se negaren a firmar el visitado o su 
representante legal, ello no afectará la validez del acta, debiendo el 
verificador asentar la razón relativa.” 
  
“Artículo 68.- Los visitados a quienes se haya levantado acta de 
verificación podrán formular observaciones en el acto de la diligencia y 
ofrecer pruebas en relación a los hechos contenidos en ella, o bien, por 
escrito, hacer uso de tal derecho dentro del término de cinco días 
siguientes a la fecha en que se hubiere levantado.” 
  
REGLAMENTO GENERAL DE INSPECCIÓN DEL TRABAJO Y 
APLICACIÓN DE SANCIONES  
 
“ARTÍCULO 1. El presente ordenamiento rige en todo el territorio nacional 
y tiene por objeto reglamentar la Ley Federal del Trabajo, en relación con 
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el procedimiento para promover y vigilar el cumplimiento de la legislación 
laboral y la aplicación de sanciones por violaciones a la misma en los 
centros de trabajo. Su aplicación corresponde tanto a la Secretaría del 
Trabajo y Previsión Social, como a las autoridades de las entidades 
federativas en el ámbito de sus respectivas competencias. 
Las disposiciones conducentes de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo y las leyes que regulen el procedimiento administrativo de 
las entidades federativas, se aplicarán a los procedimientos previstos en 
este Reglamento.” 
 
“ARTÍCULO 8. Los Inspectores del Trabajo tendrán las siguientes 
obligaciones: 
I. Actuar con legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia; 
II. Vigilar y promover, en el ámbito de sus respectivas jurisdicciones, el 
cumplimiento de la legislación laboral; 
III. Cumplir puntualmente las instrucciones que reciban de sus superiores 
jerárquicos en relación con el ejercicio de sus funciones, así como ceñir su 
actuación a las disposiciones normativas, lineamientos, protocolos, criterios 
o alcances de los Programas de Inspección; 
… 
V. Turnar a sus superiores inmediatos, dentro de un plazo de tres días 
hábiles, contados a partir del día siguiente a la fecha en que se concluyó la 
Inspección, las actas que hubieren levantado y la documentación 
correspondiente, salvo los casos de excepción previstos en el presente 
Reglamento; 
IX. Verificar que el servicio para la colocación de los trabajadores sea 
gratuito para éstos;  
X. Denunciar ante el Ministerio Público competente, en un plazo de setenta 
y dos horas a partir de que tengan conocimiento de los hechos que se 
susciten en las diligencias de Inspección, cuando los mismos puedan 
configurar algún delito. En su caso, las denuncias correspondientes podrán 
ser presentadas por las Autoridades del Trabajo;  
XI. Sugerir la adopción de medidas de Seguridad y Salud en el Trabajo 
cuando derivado de las visitas correspondientes a los Centros de Trabajo, 
identifique actos o condiciones inseguras; 
 XII. Decretar, previa consulta y autorización a la Dirección General de 
Inspección Federal del Trabajo, las medidas de restricción de acceso en 
áreas de riesgo o limitar la operación de actividades, cuando ello implique 
un peligro o riesgo inminente, y.” 
 
“ARTÍCULO 9. Los Inspectores del Trabajo están obligados a vigilar que: 
(...) 
IV. Los patrones cumplan con las disposiciones jurídicas laborales vigentes, 
y 
(...)” 
 
“ARTÍCULO 10. Los Inspectores del Trabajo, en el ámbito de sus 
respectivas competencias y sin perjuicio de las facultades que la Ley otorga 
a otras Autoridades del Trabajo, brindarán asesoría y orientación a los 
trabajadores y patrones respecto a los lineamientos y disposiciones 
relativas a: 
I. Condiciones generales de trabajo; 
(...)” 

 
“ARTÍCULO 12. Serán objeto de vigilancia y promoción del cumplimiento 
de la legislación laboral todos los Centros de Trabajo, de acuerdo a la 
competencia de cada una de las Autoridades del Trabajo, y las agencias de 
colocación de trabajadores, conforme a los Programas de Inspección. 
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La vigilancia y promoción del cumplimiento de la normatividad laboral en 
los Centros de Trabajo, se realizará mediante Inspecciones, o bien, a través 
de los Mecanismos Alternos a la Inspección.” 
 
“ARTÍCULO 13. Las Autoridades del Trabajo, elaborarán sus propios 
Programas de Inspección, los cuales contendrán al menos: 
I. La autoridad encargada de su ejecución; 
II. El periodo o periodos en que será aplicable; 
(...)” 
 
“ARTÍCULO 17. Los hechos certificados por los Inspectores del Trabajo en 
las actas que levanten en ejercicio de sus funciones, se tendrán por ciertos 
mientras no se demuestre lo contrario, siempre que dichas actas se 
hubiesen levantado con apego a las disposiciones de este Reglamento y de 
la ley que regule el procedimiento administrativo que resulte aplicable en 
forma supletoria.” 
… 
“ARTÍCULO 28. Las autoridades del trabajo podrán ordenar la práctica de 
Inspecciones extraordinarias en cualquier tiempo, incluso en días y horas 
inhábiles y procederán en los siguientes casos: 
I. Tengan conocimiento de que existe un Peligro o Riesgo Inminente o 
bien, cuando reciban quejas o denuncias por cualquier medio o forma de 
posibles violaciones a la legislación laboral; 
II. Se enteren por cualquier conducto de probables incumplimientos a las 
normas de trabajo; 
III. Al revisar la documentación presentada para cualquier efecto, se 
percaten de posibles irregularidades imputables al patrón o de que éste se 
condujo con falsedad; 
IV. Tengan conocimiento de accidentes o siniestros ocurridos en los 
Centros de Trabajo; 
V. En el desahogo de una Inspección previa o en la presentación de 
documentos ante la Autoridad del Trabajo, el patrón o sus representantes 
proporcionen información falsa o se conduzcan con dolo, mala fe o 
violencia; 
VI. Se detecten actas de Inspección o documentos que carezcan de los 
requisitos establecidos en las disposiciones jurídicas aplicables, o en 
aquéllas de las que se desprendan elementos para presumir que el 
Inspector del Trabajo incurrió en conductas irregulares; 
VII. Se realice la supervisión a que se refiere la Sección Cuarta de este 
Capítulo; 
VIII. Se verifique que los Centros de Trabajo hayan suspendido sus 
labores, con motivo de una declaratoria de contingencia sanitaria emitida 
por la autoridad correspondiente, y 
IX. Se requiera constatar que el escrito de objeciones a la declaración de 
los patrones previsto en el artículo 121 de la Ley, para efectos de la 
participación de los trabajadores en las utilidades de las empresas, fue 
presentado por la mayoría de los trabajadores de la empresa.” 
 
“ARTÍCULO 29. Los Inspectores del Trabajo, para practicar las 
Inspecciones ordinarias, lo harán previo citatorio que entreguen en los 
Centros de Trabajo por lo menos con veinticuatro horas de anticipación a la 
fecha en que se realizarán, en el que se especificará el nombre del patrón, 
domicilio del Centro de Trabajo, día y hora en que se practicará la 
diligencia, el tipo de Inspección, el número y fecha de la orden de 
Inspección correspondiente, acompañando un listado de documentos que 
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deberá exhibir el patrón, los aspectos a revisar y las disposiciones legales 
en que se fundamenten. 
En caso de que la Autoridad del Trabajo, por alguna circunstancia, no le 
fuera posible llevar a cabo la visita, se deberá notificar al Centro de Trabajo 
un nuevo citatorio, dejando sin efectos el anterior. 
 
Las Inspecciones extraordinarias serán practicadas por los Inspectores del 
Trabajo sin que medie citatorio previo, a fin de satisfacer su objetivo 
primordial de detectar en forma inmediata la situación que prevalece en el 
Centro de Trabajo inspeccionado. 
 
Al inicio de las Inspecciones ordinarias o extraordinarias, el Inspector del 
Trabajo deberá entregar al patrón o a su representante o a la persona con 
quien se entienda la diligencia, el original de la orden escrita respectiva, 
con firma autógrafa del servidor público facultado para ello, así como una 
guía que contenga los principales derechos y obligaciones del 
inspeccionado. Dichas órdenes de Inspección deberán precisar el Centro de 
Trabajo a inspeccionar, su ubicación, el objeto y alcance de la diligencia, su 
fundamento legal, así como los números telefónicos a los que el patrón 
podrá comunicarse para constatar los datos de la orden correspondiente. 
 
El Inspector del Trabajo deberá exhibir credencial vigente con fotografía, 
expedida por la autoridad competente que lo acredite para desempeñar 
dicha función. Las credenciales de los Inspectores del Trabajo deberán 
contener, de manera clara y visible, la siguiente leyenda: "Esta credencial 
no autoriza a su portador a realizar Inspección alguna, sin la orden 
correspondiente".” 
  
“ARTÍCULO 30. Al momento de llevarse a cabo una Inspección, tanto el 
patrón como sus representantes, están obligados a permitir el acceso del 
Inspector del Trabajo y, en su caso, de los expertos en la materia 
habilitados para tal efecto, al Centro de Trabajo y a otorgar todo tipo de 
facilidades, apoyos y auxilios, incluyendo los de carácter administrativo, 
para que la Inspección se practique y para el levantamiento del acta 
respectiva, así como proporcionar la información y documentación que les 
sea requerida por el Inspector del Trabajo y a que obliga la Ley, sus 
reglamentos, las Normas Oficiales Mexicanas y demás disposiciones 
aplicables en la materia. 
 
De toda Inspección se levantará acta circunstanciada, con la intervención 
del patrón o su representante, así como la de los trabajadores, en 
presencia de dos testigos propuestos por la parte patronal, o bien, 
designados por el propio Inspector del Trabajo si aquélla se hubiere 
negado a proponerlos. 
 
En caso de que el patrón o su representante se opongan a la práctica de la 
Inspección ordenada, el Inspector del Trabajo lo hará constar en el acta 
correspondiente. La Autoridad del Trabajo, previo acuerdo de su titular, lo 
hará del conocimiento del Ministerio Público competente para los efectos 
legales procedentes, independientemente de la sanción administrativa que 
proceda. 
 
Cuando por causas ajenas al patrón no se pueda llevar a cabo la diligencia 
de Inspección, el Inspector del Trabajo hará constar el hecho y su 
descripción en un acta de la cual deberá dejar una copia en el Centro de 
Trabajo y recabar la firma de la persona con quien se entienda la 
diligencia, con el objeto de reprogramar la visita, en los términos de los 
Programas de Inspección correspondientes.” 
…  
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“ARTÍCULO 33. Durante la Inspección, el Inspector del Trabajo efectuará 
preguntas a los trabajadores y al patrón o sus representantes, siempre en 
sentido positivo, las cuales se referirán únicamente a la materia objeto de 
la Inspección, quedando facultado para separar a las partes, con objeto de 
evitar la posible influencia en las respuestas de los absolventes. Las 
preguntas que se formulen y las respuestas que se obtengan de las 
entrevistas efectuadas, se harán constar en un apartado especial del acta. 
Para evitar represalias a los trabajadores por los dichos que pudieran 
emitir, el Inspector del Trabajo deberá preguntar a los mismos si autorizan 
que se asienten sus datos personales en el apartado respectivo el cual se 
mantendrá bajo reserva, hasta en tanto las Autoridades del Trabajo 
realicen la valoración y calificación del acta de Inspección. 
… 
 
“ARTÍCULO 35”. Si durante la Inspección se identifica que la 
documentación con que cuenta el Centro de Trabajo desvirtúa las 
violaciones detectadas o acredita el cumplimiento de las obligaciones 
contenidas en la Ley, sus reglamentos, las Normas Oficiales Mexicanas y 
demás disposiciones aplicables, el Inspector del Trabajo deberá asentar 
que la tuvo a la vista, haciendo las transcripciones y anotaciones 
conducentes en el acta, y de resultar procedente, agregará a ésta copias 
de tal documentación, la cual será firmada por el patrón o su 
representante. 
… 
Antes de concluir el levantamiento del acta correspondiente, el Inspector 
del Trabajo permitirá que las personas que hayan intervenido en la 
diligencia revisen el acta, a efecto de que puedan formular las 
observaciones u ofrecer las pruebas que a su derecho correspondan. 
… 
Asimismo, deberá hacer del conocimiento del patrón o su representante el 
derecho que tiene para formular observaciones y ofrecer pruebas en 
relación con los hechos contenidos en ella, o hacer uso de tal derecho por 
escrito, dentro del término de cinco días siguientes a la fecha en que se 
hubiere levantado el acta respectiva. Igualmente, los representantes de los 
trabajadores y quienes hayan intervenido en la diligencia, podrán 
manifestar lo que a su derecho convenga, debiendo el Inspector del 
Trabajo asentar dichas manifestaciones en el cuerpo del acta de 
Inspección. 
… 
El Inspector del Trabajo invitará a las personas que hayan intervenido en la 
diligencia a que procedan a firmar y recibir el acta correspondiente; en 
caso de negativa, se harán constar tales hechos, sin que esto afecte la 
validez de la misma. El Inspector del Trabajo deberá entregar copia del 
acta al patrón o a su representante, así como al de los trabajadores y, en 
su caso, a la comisión de seguridad e higiene del Centro de Trabajo, 
haciendo constar en el propio documento tal circunstancia. 
… 
 
“ARTÍCULO 60. Para la cuantificación de las sanciones, las Autoridades 
del Trabajo, en el ámbito de sus respectivas jurisdicciones, se sujetarán a 
las disposiciones aplicables de la ley que regule el procedimiento 
administrativo aplicable y, cuando resulte procedente, a las del reglamento 
en materia de Seguridad y Salud en el Trabajo, a las del Título Sexto de la 
Ley Federal sobre Metrología y Normalización, o bien, a las disposiciones de 
los Mecanismos Alternos a la Inspección, tomando en consideración: 



 

Página 20 de 26 

 

 

… 
“ARTÍCULO 61. Para los efectos del artículo anterior, las Autoridades del 
Trabajo deberán tomar en cuenta lo siguiente: 
(…)” 

REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARÍA GENERAL DE 
GOBIERNO DEL ESTADO DE SINALOA 
 
“Artículo 33. A la Subsecretaria de Normatividad e Información Registral 
estarán adscritas las siguientes unidades administrativas:  
 
I. Dirección del Registro Civil.  
II. Dirección de Inspección y Normatividad.  
III. Dirección del Trabajo y Previsión Social.  
IV. Dirección del Registro Público de la Propiedad y del Comercio.” 
 
“Artículo 38. Corresponde a la Dirección del Trabajo y Previsión Social, 
además de las facultades genéricas de los Directores, el ejercicio de las 
siguientes atribuciones: 
… 
 
X. Tramitar y resolver tos procedimientos administrativos que se Instauren 
con motivo de las Infracciones a la Ley Federal del Trabajo, sus 
reglamentos y demás disposiciones; y,  
 
…” 

REGLAMENTO INTERIOR DE LA DIRECCIÓN DEL TRABAJO Y 
PREVISIÓN SOCIAL 
 
“Artículo 7. Corresponde al Departamento de Inspección:  
I. Vigilar el cumplimiento de las normas legales, reglamentarias y 
contractuales relativas al trabajo, en empresas de jurisdicción local;  
II. Visitar las empresas y establecimientos durante las horas de trabajo, 
diurno y nocturno, para practicar las inspecciones que se le hubiesen 
ordenado;  
III. Interrogar, solos o ante testigos a los trabajadores o patrones, sobre 
cualquier asunto relacionado con la aplicación de las normas de trabajo;  
IV. Exigir la presentación de libros, registros u otros documentos a que 
obliguen las normas de trabajo;  
V. Sugerir se corrijan las condiciones de trabajo cuando se adviertan 
irregularidades en su cumplimiento; 
(...)” 
 
“Artículo 8. Los inspectores del Trabajo, en particular tendrán las 
siguientes obligaciones:  
I. Identificarse con credencial debidamente autorizada ante los 
trabajadores y patrones;  
II. Inspeccionar periódicamente las empresas y establecimientos;  
III. Practicar inspecciones extraordinarias cuando sean requeridas por sus 
superiores o cuando reciban alguna denuncia respecto a las violaciones a 
las normas de trabajo; y,  
IV. Levantar actas de inspecciones que practiquen con intervención de 
trabajadores y patrones, haciendo constar las deficiencias y violaciones a 
las normas de trabajo entregando una copia a las partes que hayan 
intervenido y turnar el original a la autoridad que corresponda.” 
 
“Artículo 13. La Dirección General de Políticas Públicas y Órganos de 
Gobierno tiene las atribuciones siguientes: 
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I. Participar en la generación de políticas públicas en materia laboral, a 
través de la planeación y análisis del sector laboral y los estudios que 
apoyen dicha planeación a largo plazo, así como evaluar los objetivos, 
estrategias y líneas de acción en materia laboral y brindar asesoría a 
las unidades administrativas competentes de la Secretaría del Trabajo y 
Previsión Social, a fin de dar cumplimiento al Plan Nacional de Desarrollo y 
a lo establecido en las demás disposiciones jurídicas aplicables; 
II. Establecer instrumentos y mecanismos para apoyar en la definición de 
estrategias, políticas y líneas de acción del sector laboral, para la 
observancia y ejecución de la política institucional establecida en el 
Programa Sectorial de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social; 
III. Coordinar y promover los trabajos de planeación estratégica del sector 
laboral, con el fin de proponer al Titular de la Unidad de Política Laboral y 
Relaciones Institucionales el establecimiento de directrices, estrategias, 
alternativas y acciones específicas que permitan el cumplimiento de los 
objetivos y metas previstos en el Programa Sectorial de la Secretaría 
del Trabajo y Previsión Social; 
IV.  Dar seguimiento y evaluar las acciones y metas comprometidas por la 
Secretaría del Trabajo y Previsión Social en programas transversales y 
estrategias interinstitucionales, mediante mecanismos que permitan 
conocer el grado de avance reportados por las unidades administrativas y 
el órgano administrativo desconcentrado de dicha Secretaría, así como 
el seguimiento y evaluación de las metas comprometidas por las entidades 
paraestatales sectorizadas a esta Dependencia respecto de los programas 
sectoriales en que participen; 
  
V.  Elaborar los lineamientos para integrar y sistematizar la información 
generada por las unidades administrativas y el órgano administrativo 
desconcentrado de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, así como de 
las entidades paraestatales sectorizadas a esta, para contribuir 
al cumplimiento y ejecución del Plan Nacional de Desarrollo y del Programa 
Sectorial, así como para la integración del informe presidencial y de labores 
que corresponde a la Secretaría del Trabajo y Previsión Social; 
VI. Organizar, integrar y procesar la información de los proyectos 
especiales en materia laboral que determine el Presidente de la República, 
así como fortalecer los programas asignados a la Secretaría del Trabajo y 
Previsión Social; 
VII. Establecer mecanismos de control y coordinación con las unidades 
administrativas de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, a fin de 
obtener información confiable, veraz y oportuna respecto a su participación 
en sesiones de órganos de gobierno para la propuesta de designaciones de 
los representantes de esta Secretaría en dichos órganos; la integración 
del calendario de sesiones y control y seguimiento en los acuerdos 
emanados en estas sesiones; 
VIII. Apoyar la participación del Titular de la Secretaría del Trabajo y 
Previsión Social y de los servidores públicos que este determine, en los 
órganos de gobierno de la Administración Pública Federal e instituciones en 
los que intervenga dicha Secretaría; 
IX. Promover la transversalidad de políticas públicas en materia laboral, en 
los órganos de gobierno de las entidades paraestatales, en donde la 
normatividad aplicable establezca la participación de la Secretaría del 
Trabajo y Previsión Social, a través de los programas y acciones de trabajo 
y previsión social alineados a los objetivos del Programa Sectorial de dicha 
Secretaría, en concordancia con el objeto de creación de las referidas 
entidades paraestatales; 
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X. Analizar el avance y cumplimiento de los compromisos asumidos en las 
sesiones de los órganos de gobierno de las entidades paraestatales en 
donde la normatividad establezca la participación de la Secretaría del 
Trabajo y Previsión Social, con el fin de que el Titular de dicha 
Secretaría cuente con información para la toma de decisiones, y 
XI.  Coordinar la atención de peticiones ciudadanas, enviadas por la Oficina 
de la Presidencia de la República, y por el Titular de la Secretaría del 
Trabajo y Previsión Social a las unidades administrativas y órgano 
administrativo desconcentrado de dicha Secretaría, así como realizar 
el seguimiento de la respuesta institucional otorgada.” 
 
“Artículo 14. La Dirección del Trabajo y Previsión Social ordenará a los 
inspectores del trabajo mediante oficio de comisión, se practiquen visitas 
de inspección a las empresas establecimientos de jurisdicción local, e 
informar de sus actuaciones a la superioridad.” 
 
“Artículo 15. Para los efectos de aplicar el procedimiento administrativo, 
la Dirección se sujetará a las disposiciones siguientes:  
a) Hará saber al patrón los antecedentes de la presunta infracción y 
señalará el día y la hora para la celebración de una audiencia. En la que el 
interesado, si concurre, expondrá sus defensas y presentará las pruebas 
pertinentes. Si el patrón no concurre a la audiencia se declarará en su 
contra la rebeldía con las consecuencias que ello traiga consigo y procederá 
con el procedimiento;  
b) Admitirá las pruebas que estime idóneas y ordenará el desahogo de las 
mismas;  
c) Dentro de los tres días siguientes a la última diligencia del desahogo de 
pruebas, se podrán formular alegatos mismos que, en todo caso, deberán 
ser por escrito;  
d) Notificará a los interesados las resoluciones recaídas con motivo del 
procedimiento, y para tal efecto se hará con fundamento en el Título 
Catorce, Capítulo VII, de la Ley Federal del Trabajo; y,  
e) Para dar cumplimiento al inciso anterior, las notificaciones deberán 
hacerse por medio de los Inspectores del Trabajo, facultándose al Director 
para que habilite notificadotes especiales cuando los casos lo requieran.” 
 
“Artículo 16. Una vez concluido el término para que los interesados 
formulen sus alegatos, el Director del Trabajo y Previsión Social, por 
delegación de facultades del Gobernador del Estado, dictará resolución 
debidamente fundada y motivada.  
 
Las resoluciones pronunciadas por el Director del Trabajo y Previsión Social 
podrán ser confirmadas, modificadas o revocadas mediante el recurso 
administrativo de revisión que se interpondrá ante el Secretario de 
Gobierno, quien lo resolverá sin más trámites que el escrito del recurrente.  
El recurso deberá interponerse en un término de cinco días contados a 
partir del día siguiente de la notificación.” 
 

De la lectura que se realiza a los artículos transcritos se advierte que no se 

desprende el ámbito territorial en el que podrá ejercer sus facultades el Director del 

Trabajo y Previsión Social del Estado de Sinaloa, lo que indiscutiblemente torna de 

ilegal a la resolución impugnada, al no colmarse lo previsto por los artículos 16 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 3, fracción V de la Ley Federal 

de Procedimiento Administrativo. 
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Lo anterior pues si bien es cierto la fracción XXXI, del apartado A, del artículo 

123, de la Constitución Federal, indica que la aplicación de las leyes del trabajo 

corresponde a las autoridades de los Estados, “en sus respectivas jurisdicciones”, en 

tanto que del artículo 523, fracciones III y VI, de la Ley Federal del Trabajo, se 

desprende que la aplicación de las normas de trabajo compete a las autoridades de 

las entidades federativas y a sus direcciones o departamentos de trabajo, así como a 

la Inspección del Trabajo, “en sus respectivas jurisdicciones” y, del numeral 1° del 

Reglamento General de Inspección del Trabajo, también se desprende que la 

aplicación de dicho Reglamento corresponde tanto a la Secretaría del Trabajo y 

Previsión Social, como a las autoridades de las entidades federativas en el ámbito de 

“sus respectivas competencias”; también lo es que el Director del Trabajo y Previsión 

Social en el Estado de Sinaloa no señaló el artículo en el cual se encuentra prevista su 

competencia territorial que indica cuál es la jurisdicción territorial en la que ejercerá 

sus facultades materiales. 

En efecto, como ya se expuso, de los preceptos legales invocados por la 

autoridad demandada no se advierte aquél que delimite sus facultades por razón de 

territorio, por lo que la autoridad demandada dejó en estado de indefensión al 

particular al no permitirle conocer si la autoridad que emitió el acto controvertido 

efectivamente tenía facultades para actuar en el lugar en el que lo hizo, causando 

falta de certeza jurídica al demandante. 

Apoya lo anterior las siguientes jurisprudencias: 

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EN EL 
MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA, 
DEBE SEÑALARSE CON PRECISIÓN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES 
OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA Y, EN SU CASO, LA 
RESPECTIVA FRACCIÓN, INCISO Y SUBINCISO. De lo dispuesto en la 
tesis de jurisprudencia P./J. 10/94 del Tribunal Pleno de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Número 77, mayo de 1994, página 12, de rubro: 
"COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL 
ACTO DE AUTORIDAD.", así como de las consideraciones en las cuales se 
sustentó dicho criterio, se desprende que la garantía de fundamentación 
consagrada en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita 
de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir 
el acto de molestia de que se trate, al atender al valor jurídicamente 
protegido por la exigencia constitucional, que es la posibilidad de otorgar 
certeza y seguridad jurídica al particular frente a los actos de las 
autoridades que afecten o lesionen su interés jurídico y, por tanto, 
asegurar la prerrogativa de su defensa, ante un acto que no cumpla con los 
requisitos legales necesarios. En congruencia con lo anterior, resulta 
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inconcuso que para estimar satisfecha la garantía de la debida 
fundamentación, que establece dicho precepto constitucional, por lo que 
hace a la competencia de la autoridad administrativa para emitir el acto de 
molestia es necesario que en el documento que se contenga se invoquen 
las disposiciones legales, acuerdo o decreto que otorgan facultades a la 
autoridad emisora y, en caso de que estas normas incluyan diversos 
supuestos, se precisen con claridad y detalle, el apartado, la fracción o 
fracciones, incisos y subincisos, en que apoya su actuación; pues de no ser 
así, se dejaría al gobernado en estado de indefensión, toda vez que se 
traduciría en que éste ignorara si el proceder de la autoridad se encuentra 
o no dentro del ámbito competencial respectivo por razón de materia, 
grado y territorio y, en consecuencia, si está o no ajustado a derecho. Esto 
es así, porque no es permisible abrigar en la garantía individual en cuestión 
ninguna clase de ambigüedad, ya que su finalidad consiste, esencialmente, 
en una exacta individualización del acto de autoridad, de acuerdo a la 
hipótesis jurídica en que se ubique el gobernado en relación con las 
facultades de la autoridad, por razones de seguridad jurídica.” (Tesis de 
jurisprudencia 57/2001. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del treinta y uno de octubre de dos mil uno).” 
 
  
“COMPETENCIA TERRITORIAL. FUNDAMENTACION.  El artículo 16 
constitucional exige la existencia de una norma jurídica que faculte a la 
autoridad para realizar el acto (competencia) y la cita de hechos y 
preceptos de derecho que lo rigen (fundamentación y motivación) que 
otorguen facultades a la autoridad para actuar y dicha actuación se ejercita 
dentro del marco territorial específico que le corresponda, en virtud de que 
es la competencia el primer supuesto para la emisión del acto de molestia, 
por lo que eximir a la autoridad del deber de fundar su competencia, priva 
al particular de conocer las normas legales en que el órgano público basó el 
acto que molesta su esfera jurídica y, en su caso, controvertirla si ésta no 
está ajustada a derecho, de ahí que no basta que exista una norma de 
derecho positivo que otorgue facultades a la autoridad, sino que es preciso 
que se hagan del conocimiento del particular todos aquellos supuestos 
normativos en que la autoridad sustentó su actuación para emitir el acto de 
molestia. (Tesis II.2o.P.A.260. Octava Época. Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta. Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
Administrativa del Segundo Circuito. Tomo XV-II. Febrero de 1995. Página  
264.)” 

En virtud de lo expuesto, los argumentos vertidos por el enjuiciante en el 

concepto de impugnación analizado, son fundados y suficientes para desvirtuar la 

legalidad de la resolución impugnada, por indebida fundamentación de la competencia 

de la autoridad en términos de lo dispuesto por el artículo 51, fracción II, de la Ley 

Federal del Procedimiento Contencioso Administrativo, consecuentemente, lo 

procedente es declarar la nulidad lisa y llanada de misma, en términos del 

artículo 52, fracción II, de la invocada Ley. 

Apoya lo anterior la siguiente jurisprudencia: 

"NULIDAD. LA DECRETADA POR INSUFICIENCIA EN LA 
FUNDAMENTACIÓN DE LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD 
ADMINISTRATIVA, DEBE SER LISA Y LLANA. En congruencia con la 
jurisprudencia 2a./J. 52/2001 de esta Segunda Sala, publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, 
noviembre de 2001, página 32, con el rubro: "COMPETENCIA DE LAS 
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AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. LA NULIDAD DECRETADA POR NO 
HABERLA FUNDADO NO PUEDE SER PARA EFECTOS, EXCEPTO EN LOS 
CASOS EN QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA RECAIGA A UNA PETICIÓN, 
INSTANCIA O RECURSO.", se concluye que cuando la autoridad emisora de 
un acto administrativo no cite con precisión el apartado, fracción, inciso o 
subinciso correspondiente o, en su caso, no transcriba el fragmento de la 
norma si ésta resulta compleja, que le conceda la facultad de emitir el acto 
de molestia, el particular quedaría en estado de inseguridad jurídica y de 
indefensión, al desconocer si aquélla tiene facultades para ello, por lo que 
el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deberá declarar la 
nulidad lisa y llana del acto administrativo emitido por aquélla, esto es, no 
la vinculará a realizar acto alguno, por lo que su decisión no podrá tener un 
efecto conclusivo sobre el acto jurídico material que lo motivó, salvo el caso 
de excepción previsto en la jurisprudencia citada, consistente en que la 
resolución impugnada hubiese recaído a una petición, instancia o recurso, 
supuesto en el cual deberá ordenarse el dictado de una nueva en la que se 
subsane la insuficiente fundamentación legal." 

En las relatadas condiciones y al resultar fundado el concepto de nulidad 

antes analizado, es innecesario estudiar los restantes agravios hechos valer por la 

actora ya que cualquiera que fuese el resultado de tal análisis en nada variaría el 

sentido del presente fallo. 

 
Al respecto es aplicable la jurisprudencia I.2°.A.J./23, del Segundo Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, que establece: 

 
“CONCEPTOS DE ANULACIÓN. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS 
EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA 
CONTROVERSIA EN PARTICULAR. La exigencia de examinar 
exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento 
contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia 
en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede 
ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera 
tal que si por la naturaleza de la litis apareciera inocuo el examen de dicho 
argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la 
decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en 
cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo 
propiciaría la dilación de la justicia.”4 
 

 
Por lo expuesto, y con fundamento en lo que disponen los artículos 8, 9, 49, 

50, 51, fracción II, 52 fracción II, 58-1 y 58-13, de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, esta Juzgadora concluye este asunto con base en los 

siguientes puntos resolutivos:  

 
R E S O L U T I V O S 
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I. La parte actora probó su acción, en consecuencia; 

II. Se declara la nulidad lisa y llana de la resolución impugnada descrita en el 

resultando 1° del presente fallo, por los motivos expuestos en el último considerando 

de esta sentencia. 

 
III. NOTIFÍQUESE.  

 
Así lo provee y firma la licenciada Mayra Alicia Alvarado Cruz, Magistrada 

adscrita a la Segunda Ponencia de la Primera Sala Regional en Sinaloa del Tribunal 

Federal de Justicia Administrativa, en términos del primer punto del Acuerdo 

G/JGA/55/2025, dictado en sesión de 11 de diciembre de 2025, por la Junta de 

Gobierno y Administración del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, ante la 

Secretaria de Acuerdos que actúa y da fe, Licenciada Mireya Guadalupe Quintero 

Sarabia. 

MGQS/ecbr  

 

__________________________________ 

Mag. Mayra Alicia Alvarado Cruz 

 

 
 
_____________________________ 

Lic. Mireya Guadalupe Quintero Sarabia  

 

“El 09 de septiembre de 2026, la licenciada Mireya Guadalupe Quintero 

Sarabia, Secretaria de acuerdos con adscripción en la Primera Sala Regional 

en Sinaloa, hago constar y certifico que en términos de lo previsto en los 

artículos 108 y 113 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública, esta versión pública suprime toda aquella información 

considerada legalmente como confidencial, por tratarse de nombres de 

personas físicas, lugares de nacimiento, grupo étnico, estado civil, domicilio, 

ocupación o profesión, datos de identificación de vehículos particulares, 

ubicación de inmuebles y descripción de personas físicas, así como, y demás 

supuestos legalmente previstos. Conste.” 

 

 

 

 
4 Época: Novena Época; Registro: 193430; Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Tipo de Tesis: 
Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo X, Agosto de 1999; Materia(s): 
Administrativa; Tesis: I.2o.A. J/23; Página: 647 


